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1.- España se constituye en un Estado: 
A) Social de Derecho 
B) Democrático de Derecho 
C) Social y democrático de Derecho 
D) Plural y democrático de Derecho 
 
2.- La soberanía nacional reside: 
A) En la nación 
B) En el pueblo español 
C) En las Cortes Generales 
D) En el Rey 
 
3.- Los poderes del Estado emanan: 
A) De la nación 
B) Del pueblo español 
C) De las Cortes Generales 
D) Del Rey 
 
4.- La forma política del Estado español es: 
A) La Monarquía parlamentaria 
B) La democracia parlamentaria 
C) La República 
D) La Monarquía hereditaria 
 
5.- Promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de 
los grupos en que se integra sean reales y efectivas corresponde: 
A) A los poderes públicos 
B) Al Gobierno 
C) A las Cortes Generales 
D) A los ciudadanos 
 
6.- Un español de origen, ¿podrá ser privado de su nacionalidad?: 
A) Sí 
B) No 
C) Sí, temporalmente 
D) Solamente si adquiere la de otro país. 
 
7.- La igualdad de los españoles significa que no podrá prevalecer discriminación 
alguna por razón de: 
A) Nacimiento 
B) Religión 
C) Opinión 
D) Todas las contestaciones anteriores son correctas 
 
 
 
 



  

 

 
8.- En materia de tutela judicial, todos tienen derecho: 
A) Al Juez ordinario predeterminado por la ley 
B) A la defensa 
C) A la asistencia de letrado 
D) Todas las contestaciones anteriores son ciertas 
 
9.- En materia de tutela judicial, todos tienen derecho: 
A) A ser informados de la acusación formulada contra ellos 
B) A un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías 
C) A utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa 
D) Todas las contestaciones anteriores son ciertas 
 
10.- En materia de tutela judicial, no se reconoce el derecho: 
A) A no declarar contra sí mismo 
B) A no ser condenado 
C) A no confesarse culpables 
D) A la presunción de inocencia 
 
11.- La programación y ejecución del gasto público responderá a los criterios de: 
A) Eficacia y economía 
B) Eficiencia y economía 
C) Eficiencia y eficacia 
D) Eficiencia, productividad y economía 
 
12.- ¿Reconoce la Constitución el derecho a la propiedad privada?: 
A) No 
B) Sí, y a la comunal 
C) Sí, y a la herencia 
D) Sí, y a la herencia y legados 
 
13.- Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos 
reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo del Título 
I de la Constitución: 
A) Ante los Tribunales ordinarios 
B) Ante los Tribunales penales 
C) Ante el Ministerio Fiscal 
D) Ante el Defensor del Pueblo 
 
14.- El recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional para recabar la tutela 
de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera 
del Capítulo 2º (Título I) de la Constitución: 
A) No es aplicable 
B) Se aplicará también a la objeción de conciencia 
C) Se aplicará también al derecho de propiedad Privada. 
D) Se aplicará también al derecho a la vivienda 
 
 
 



  

 

 
15.- La institución del Defensor del Pueblo se regulará: 
A) Mediante una ley orgánica 
B) Mediante una ley ordinaria 
C) Mediante un Decreto-Ley 
D) Mediante un Decreto Legislativo. 
 
16.- Los actos administrativos se producirán por escrito: 
a) Siempre. 
b) A través de medios electrónicos. Es la regla general, a menos que su 
naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia. 
c) La mayor parte de los actos administrativos tienen forma verbal. 
d) Lo normal es la forma verbal, aunque excepcionalmente se hacen por escrito. 
 
17.- Señala la respuesta incorrecta: La Ley 40/2015 de 1 de octubre tiene por 
objeto regular: 
a) Las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas. 
b) Los principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones 
Públicas 
c) La organización y funcionamiento de la Administración General del Estado 
d) Los principios del ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria. 
 
18.- Respecto a la representación en el procedimiento administrativo, señala la 
respuesta más correcta: 
a) El órgano competente para la tramitación del procedimiento podrá incorporar 
al expediente administrativo acreditación de la condición de representante. 
b) El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar 
al expediente administrativo acreditación de los poderes que el representante 
tiene reconocidos en ese momento. 
c) El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar 
al expediente administrativo acreditación de la condición de representante y de 
los poderes que tiene reconocidos en ese momento. 
d) Ninguna respuesta es correcta. 
 
19.- En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, el uso de la lengua se 
ajustará a lo previsto: 
a) En la Ley de Procedimiento Administrativo. 
b) En el correspondiente Estatuto de Autonomía, para la Comunidad Autónoma, 
y en la Ley de Bases de Régimen Local, para las Entidades Locales. 
c) En la legislación autonómica correspondiente. 
d) En el desarrollo reglamentario del artículo 36 de la LRJAP y PAC, referido a 
la Lengua en los Procedimientos. 
 
 
 
 



  

 

 
20.- Marque la afirmación incorrecta, según se establece en el artículo 32 de la 
LPAC , la ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará 
en todo caso a los procedimientos: 
a) Tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares 
b) Que, tramitándose en el interior, exijan cumplimentar algún trámite en el 
extranjero. 
c) Fijados reglamentariamente por la Administración del Estado y de las 
Administraciones Autónomas en su respectivo ámbito 
d) En los que tramitándose en el interior, intervengan interesados residentes 
fuera de España 
 

21. La resolución que ponga fin al procedimiento administrativo:  
 

a. Solo podrá decidir sobre las cuestiones planteadas por los 
interesados. 

b. Puede decidir sobre las cuestiones planteadas por los interesados 
y otras cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por 
los interesados, sin necesidad de ponerlo de manifiesto para 
alegaciones 

c. Puede decidir sobre cualesquiera cuestiones hayan sido o no 
planteadas por los interesados. 

d. Puede decidir sobre las cuestiones planteadas por los interesados 
y otras cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por 
los interesados, pero poniéndolo de manifiesto para alegaciones 

 
22. La acción de nulidad: 

a. Es prescriptible, estando sujeto su ejercicio a un plazo de cuatro 
años. 

b. Es imprescriptible solo respecto de disposiciones generales. 
c. Es prescriptible, estando sujeto su ejercicio a un plazo de quince 

años. 
d. Es imprescriptible. 

 
23. Según dispone la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, contra los actos 
de tramite no cualificados: 

a. Podrán los interesados alegar lo que a su derecho convenga para 
su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento. 

b. No podrán los interesados alegar ninguna cuestión pues carecen 
de relevancia para la resolución que ponga fin al procedimiento. 

c. Podrán los interesados interponer los recursos de alzada y 
potestativo de reposición, si concurren motivos de nulidad o 
anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley. 

d. Podrán los interesados interponer recurso de suplicación ante el 
órgano instructor del procedimiento, si concurren errores 
materiales, de hecho o aritméticos. 

 



  

 

 
24. Según dispone la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa al 

regular los plazos: 
a. Los plazos son improrrogables, y una vez transcurridos el 

Secretario judicial correspondiente tendrá por caducado el derecho 
y por perdido el trámite que hubiere dejado de utilizarse. 

b. Se admitirá el escrito que proceda, y producirá sus efectos legales, 
si se presentare dentro del día en que se notifique la resolución, 
salvo cuando se trate de plazos para preparar o interponer 
recursos. 

c. En el procedimiento para la protección de los derechos 
fundamentales el mes de agosto tendrá carácter de hábil. 

d. Todas las respuestas son correctas. 
 

25. Una Administración local en el ejercicio de la potestad sancionadora 
puede: 

a. Establecer las sanciones económicas que considere oportunas sin 
limitación alguna, siempre y cuando las regule en una Ordenanza. 

b. No puede establecer sanciones económicas puesto que es 
competencia estatal. 

c. Establecer las sanciones económicas que considere oportunas 
respetando las cuantías establecidas en la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 

d. Establecer las sanciones económicas que considere oportunas 
respetando las cuantías establecidas en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

 
26. En la expropiación forzosa, según el art. 54 de Ley de 16 de diciembre de 

1954, no habrá reversión cuando la afectación al fin que justificó la 
expropiación o a otro declarado de utilidad pública o interés social se 
prolongue durante: 

a. Cinco años desde la terminación de la obra o el establecimiento del 
servicio. 

b. Diez años desde la terminación de la obra o el establecimiento del 
servicio. 

c. Quince años desde la terminación de la obra o el establecimiento 
del servicio. 

d. ) Veinte años desde la terminación de la obra o el establecimiento 
del servicio. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



  

 

 
27. En un procedimiento de responsabilidad patrimonial, según lo dispuesto 

por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas será preceptivo solicitar 
dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de 
la Comunidad Autónoma: 

a. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o 
superior a 50.000 euros o a la que se establezca en la 
correspondiente legislación autonómica. 

b. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o 
superior a 30.000 euros o a la que se establezca en la 
correspondiente legislación autonómica. 

c. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o 
superior a 20.000 euros o a la que se establezca en la 
correspondiente legislación autonómica. 

d. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o 
superior a 40.000 euros o a la que se establezca en la 
correspondiente legislación autonómica. 

 
28. El fomento y desarrollo de las telecomunicaciones y la sociedad de la 

información en España, según la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de 
Telecomunicaciones, es función atribuida: a: 

a. La Entidad Pública Empresarial Tic.es. 
b. La Entidad Pública Empresarial Reci.es. 
c. La Entidad Pública Empresarial I-DE.es. 
d. La Entidad Pública Empresarial Red.es. 

 
29. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector público, 

los pliegos de cláusulas administrativas particulares deben aprobarse: 
a. Previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, 

y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, 
antes de su adjudicación. 

b. Con posterioridad a la autorización del gasto o conjuntamente con 
ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir 
esta, antes de su adjudicación. 

c. Previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, 
y nunca antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes 
de su adjudicación. 

d. Con posterioridad a la autorización del gasto o conjuntamente con 
ella, y nunca antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, 
antes de su adjudicación. 

 
 
 
 
 
 
 



  

 

 
30. El Código Europeo de Buena Conducta Administrativa, aprobado por el 

Parlamento Europeo en septiembre de 2001: 
a.  Es un instrumento jurídicamente vinculante para los estados 

miembros. 
b. No es un instrumento jurídicamente vinculante para los estados 

miembros. 
c. Es un instrumento jurídicamente vinculante si el estado miembro lo 

ha incorporado al derecho interno. 
d. Todas las respuestas son incorrectas. 

 
31. La Ley 9/2017, de contratos del Sector Público, tiene por objeto regular la 

contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma se ajusta 
a los principios de: 

a. Publicidad, transparencia, eficacia y eficiencia en la contratación 
pública. 

b. Eficacia y eficiencia en la contratación. 
c. No discriminación e igualdad de trato entre los licitadores y 

coordinación entre las Administraciones Públicas. 
d. Libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de 

los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre 
los licitadores. 

 
32. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector público, 

en los procesos abiertos de adjudicación de contratos sujetos a regulación 
armonizada, el plazo de presentación de proposiciones será: 

a. No superior a treinta y cinco días, para los contratos de obras, 
suministros y servicios, y treinta días para las concesiones de obras 
y servicios, contados desde la fecha de envío de la licitación a la 
Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

b. No inferior a treinta días, para los contratos de obras, suministros 
y servicios, y veinte días para las concesiones de obras y servicios, 
contados desde la fecha de envío de la licitación a la Oficina de 
Publicaciones de la Unión Europea. 

c. No inferior a treinta y cinco días, para los contratos de obras, 
suministros y servicios, y treinta días para las concesiones de obras 
y servicios, contados desde la fecha de envío de la licitación a la 
Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

d. No superior a treinta días, para los contratos de obras, suministros 
y servicios, y veinte días para las concesiones de obras y servicios, 
contados desde la fecha de envío de la licitación a la Oficina de 
Publicaciones de la Unión Europea. 

 
 
 
 
 
 



  

 

 
33. Si al vencimiento de un contrato no se hubiese formalizado el nuevo 

contrato que garantice la continuidad de la prestación a realizar por el 
contratista como consecuencia de incidencias resultantes de 
acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación producidas 
en el procedimiento de adjudicación y existan razones de interés público 
para no interrumpir la prestación, se podrá prorrogar como máximo: 

a. 9 meses siempre que el anuncio de licitación se haya publicado al 
menos 3 meses antes de que finalizara el contrato originario. 

b. 8 meses siempre que el anuncio de licitación se haya publicado al 
menos 3 meses antes de que finalizara el contrato originario. 

c. 7 meses siempre que el anuncio de licitación se haya publicado al 
menos 3 meses antes de que finalizara el contrato originario. 

d. 6 meses siempre que el anuncio de licitación se haya publicado al 
menos 3 meses antes de que finalizara el contrato originario. 

 
34. Serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación, el 

anuncio de licitación, cuando se refiera a los siguientes contratos que 
pretendan concertar las Administraciones Públicas o las restantes 
entidades que ostenten la condición de poderes adjudicadores: 

a. Contratos de obras cuyo valor estimado sea superior a tres 
millones de euros, y de suministro y servicios, que tenga un valor 
estimado superior a cien mil euros. 

b. Concesiones de obras o de servicios cuyo valor estimado supere 
los dos millones de euros. 

c.  Contratos de obras cuyo valor estimado sea superior a dos 
millones de euros, y de suministro y servicios, que tenga un valor 
estimado superior a cien mil euros. 

d. Concesiones de obras o de servicios cuyo valor estimado supere 
un millón de euros. 

 
35. La Mesa de contratación estará presidida por un miembro de la 

Corporación o un funcionario de la misma, y formarán parte de ella, como 
vocales: 

a. El Secretario o, en su caso, el  titular del órgano que tenga atribuida 
la función de asesoramiento jurídico , y el Interventor , o  en su caso 
, el titular del órgano que tenga atribuidas la función de control 
económico – presupuestario. 

b. El Secretario, el titular del órgano que tenga atribuida la función de 
asesoramiento jurídico , el Interventor , y el titular del órgano que 
tenga atribuida la función de control económico – presupuestario. 

c. El Secretario, el Interventor y al menos tres miembros electos de la 
Corporación. 

d. El Secretario, el Interventor y al menos tres técnicos de la 
Corporación. 

 
 



  

 

 
36. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector público, 

la publicación en el perfil del contratante relativa a contratos menores 
deberá realizarse al menos: 

a. Semestralmente. 
b. Anualmente. 
c. Trimestralmente. 
d. Mensualmente. 

 
37. De acuerdo con la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, son 

contratos de obras aquellos que tienen por objeto: 
a. La realización de obras de ingeniería civil. 
b. La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los 

requisitos fijados por la entidad del sector público contratante que 
ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de obra. 

c. La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la 
redacción del proyecto. 

d. Todas las respuestas son correctas. 
 

38. .- En el contrato de concesión de obras, los plazos fijados en los pliegos 
de condiciones: 

a. No podrán ser alargados bajo ningún concepto. 
b. Podrán ser ampliados en un 15 % de su duración inicial para 

restablecer el equilibrio económico del contrato. 
c. Podrán ser ampliados en un 20% de su duración inicial para 

restablecer el equilibrio económico del contrato. 
d. Podrán ser ampliados en un 20 % de su duración inicial por 

acuerdo entre la administración y el concesionario. 
 

39. En los contratos de concesión de servicios, la prórroga de los plazos de 
duración previstos en el artículo 29 de la Ley de Contratos del Sector 
Público, sólo podrán ser ampliados para restablecer el equilibrio 
económico: 

a. En un 10%. 
b. En un 15%. 
c. En un 20%. 
d. En un 25%. 

 
40. Cuando la Administración tiene la facultad de inspeccionar y de ser 

informada del proceso de fabricación o elaboración del producto que haya 
de ser entregado como consecuencia del contrato, pudiendo ordenar o 
realizar por sí misma análisis, ensayos y pruebas de los materiales que 
se vayan a emplear, establecer sistemas de control de calidad y dictar 
cuantas disposiciones estime oportunas para el estricto cumplimiento de 
lo convenido, el contrato es: 

a. De servicios y suministro. 
b. De servicios. 
c. De suministros. 
d.  De concesión de servicios.  



  

 

 
 

41. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 313 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, en el supuesto de resolución 
del contrato de servicios por desistimiento una vez iniciada la prestación 
del servicio o la suspensión del contrato por plazo superior a ocho meses 
acordada por el órgano de contratación: 

a. El contratista tendrá derecho a percibir, por todos los conceptos, 
una indemnización del 3 por ciento del precio de adjudicación del 
contrato, IVA excluido. 

b. El contratista tendrá derecho a percibir, por todos los conceptos, el 
6 por ciento del precio de adjudicación del contrato de los servicios 
dejados de prestar en concepto de beneficio industrial, IVA 
excluido, entendiéndose por servicios dejados de prestar los que 
resulten de la diferencia entre los reflejados en el contrato primitivo 
y sus modificaciones aprobadas, y los que hasta la fecha de 
notificación del desistimiento o de la suspensión se hubieran 
prestado. 

c. El contratista tendrá derecho a percibir, por todos los conceptos, el 
6 por ciento del precio de adjudicación del contrato de los servicios 
dejados de prestar en concepto de beneficio industrial, IVA 
excluido, entendiéndose por servicios dejados de prestar los que 
resulten de la diferencia entre los reflejados en el contrato primitivo 
y sus modificaciones aprobadas, y los que hasta la fecha del 
acuerdo de desistimiento o de la suspensión se hubieran prestado.  

d. El contratista tendrá derecho a percibir, por todos los conceptos, 
una indemnización del 3 por ciento del precio de adjudicación del 
contrato, IVA excluido, así como el precio de los estudios, informes, 
proyectos, trabajos o servicios que efectivamente hubiese 
realizado con arreglo al contrato y que hubiesen sido recibidos por 
la Administración.  

 
42. Los Planes estratégicos de Subvenciones:  

a. Contendrán previsiones para un periodo de vigencia de tres años. 
b. Contendrán previsiones para un periodo de vigencia de cuatro 

años, salvo que por la especial naturaleza del sector afectado, sea 
conveniente establecer un plan estratégico de duración diferente, 
y su contenido no crea derechos ni obligaciones. 

c. Contendrán previsiones para un periodo de vigencia de tres años, 
salvo que por la especial naturaleza del sector afectado, sea 
conveniente establecer un plan estratégico de duración diferente, 
y deberán publicarse en el Sistema Nacional de Publicidad de 
Subvenciones y Ayudas Públicas. 

d. Contendrán previsiones para un periodo de vigencia anual, y su 
efectividad quedará condicionada a las disponibilidades 
presupuestarias de cada ejercicio. 

 
 
 



  

 

 
43. Señala la respuesta correcta: 

a. Son servicios públicos locales los que prestan las entidades locales 
en el ámbito de sus competencias mediante gestión directa. 

b. Son servicios públicos locales los que prestan las entidades locales 
en el ámbito de sus competencias mediante gestión directa e 
indirecta. 

c.  Son servicios públicos locales los que prestan las entidades 
locales en el ámbito de sus competencias mediante gestión por la 
propia Entidad Local, organismo autónomo local, entidad pública 
empresarial local o sociedad mercantil local, cuyo capital social sea 
de titularidad pública.  

d. Son servicios públicos locales los que prestan las entidades locales 
en el ámbito de sus competencias mediante las formas previstas 
para el contrato de gestión de servicios públicos. 

 
44. Según lo dispuesto en el artículo 182 de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de 

régimen local de la Comunitat Valenciana, las entidades locales podrán 
afectar bienes y derechos demaniales a un uso o servicio público 
competencia de otra administración: 

a. Los bienes y derechos demaniales no pueden afectarse a un uso 
o servicio público de otra administración. 

b. Manteniendo la titularidad del bien o derecho la administración 
transmitente. 

c. Manteniendo la titularidad del bien la administración adquirente 
mientras continúe afectado al uso o servicio público que motivó la 
mutación al menos durante 5 años. 

d. Manteniendo la titularidad del bien la administración adquirente 
mientras continúe afectado al uso o servicio público que motivó la 
mutación y por tanto, conserve su carácter demanial. 

 
45. El artículo 116 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de 

las Administraciones Públicas en relación al procedimiento de adquisición 
de inmuebles o derechos sobre los mismos:  

a. Únicamente se realizará mediante concurso público o mediante el 
procedimiento de licitación restringida. 

b.  Solo permite la adquisición mediante concurso público. 
c. Solo permite acordar la adquisición directa por la urgencia de la 

adquisición resultante de acontecimientos imprevisibles. 
d. Permite acordar la adquisición directa por las peculiaridades de la 

necesidad a satisfacer, las condiciones del mercado inmobiliario, la 
urgencia de la adquisición resultante de acontecimientos 
imprevisibles, o la especial idoneidad del bien. 

 
 
 
 



  

 

 
46. De acuerdo con el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 

de las bases de Régimen Local, la actividad de intervención de las 
Entidades locales se ajustará, en todo caso:  

a. A los principios de proporcionalidad y necesidad con el objetivo que 
se persigue. 

b. A los principios de racionalización y sostenibilidad financiera. 
c. A los principios de igualdad de trato, necesidad y proporcionalidad 

con el objetivo que se persigue. 
d. Al principio de igualdad de trato. 

 
47. La regulación del dominio público hidráulico, del uso del agua y del 

ejercicio de las competencias atribuidas al Estado en las materias 
relacionadas con dicho dominio en el marco de las competencias 
delimitadas en el artículo 149 de la Constitución, se establece en: 

a. Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas. 

b. La Ley 29/2001, de 2 de agosto, de Aguas. 
c. La Ley 46/2001, de 13 de diciembre, por la que se modifica la Ley 

29/2001, de 2 de agosto, de Aguas. 
d. Ninguna de las anteriores es correcta. 

 
48. Según lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley 10/2010 de 9 de julio, de 

ordenación y gestión de la Función Pública Valenciana, el personal 
funcionario tendrá derecho a un periodo de excedencia para atender al 
cuidado de cada hija o hijo, tanto cuando sea por naturaleza como por 
adopción o acogimiento permanente o preadoptivo, a contar desde la 
fecha de nacimiento:  

a. No superior a dos años cuando se trate de personal funcionario 
interino. 

b. No superior a tres años.  
c. No superior a dos años. 
d. No superior a dos años cuando el puesto de trabajo se estuviera 

desempeñando con carácter provisional. 
 

49.  De acuerdo con el artículo 6 Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por 
el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración 
Local con habilitación de carácter nacional, la denominación y 
características esenciales de estos puestos de trabajo quedarán 
reflejadas:  

a. En la relación de puestos de trabajo o instrumento organizativo 
similar de los de cada Entidad Local, confeccionada con arreglo a 
la normativa básica estatal. 

b. En la relación de puestos de trabajo o instrumento organizativo 
similar de los de cada Entidad Local, únicamente cuando se 
recojan otras funciones distintas o complementarias, y de los 
distintos servicios de la Entidad Local, compatibles con las propias 
del puesto y adecuadas a su grupo y categoría profesional. 



  

 

 
c. En documento separado e independiente de la relación de puestos 

de trabajo o instrumento organizativo similar de los de cada Entidad 
Local. 

d. Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

50. Según lo dispuesto en el artículo 94 del Real Decreto Legislativo 5/2015, 
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público., cuando de la instrucción de un 
procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de 
criminalidad: 

a. No suspenderá su tramitación y se pondrá en conocimiento del 
Ministerio Fiscal. 

b. Se suspenderá su tramitación y se pondrá en conocimiento del 
Juzgado correspondiente. 

c. Se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del 
Ministerio Fiscal. 

d. Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

51. Señala la respuesta correcta en relación al personal eventual:  
a. Realiza funciones de confianza o asesoramiento especial, así 

como otras complementarias recogidas en la relación de puestos 
de trabajo y que sean adecuadas a su titulación. 

b. La condición de personal eventual podrá constituir mérito para el 
acceso a la Función Pública o para la promoción interna. 

c. Le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su 
condición, el régimen general de los funcionarios de carrera. 

d. Le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su 
condición, el régimen general del personal laboral. 

 
52. Según el artículo 31 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 

octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, se entiende por negociación colectiva a los 
efectos de esta Ley:  

a. El derecho a negociar en los órganos de control y seguimiento de 
las entidades u organismos que legalmente se determine. 

b. La facultad de elegir representantes y constituir órganos unitarios 
a través de los cuales se instrumente la interlocución entre las 
Administraciones Públicas y sus empleados. 

c. El derecho a negociar la determinación de condiciones de trabajo 
de los empleados de la Administración Pública. 

d. Todas las anteriores son correctas. 
 
 
 
 
 
 



  

 

 
53. Según lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 3/2017, de 13 de enero, 

del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de selección, provisión 
de puestos de trabajo y movilidad del personal de la función pública 
valenciana: 

a. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior 
al siete por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre 
personas que tengan reconocido un grado de discapacidad igual o 
superior al treinta y tres por ciento. 

b. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior 
al cinco por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre 
personas que tengan reconocido un grado de discapacidad igual o 
superior al treinta y tres por ciento. 

c. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior 
al diez por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas 
que tengan reconocido un grado de discapacidad igual o superior 
al treinta y tres por ciento. 

d. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior 
al tres por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas 
que tengan reconocido un grado de discapacidad igual o superior 
al treinta y tres por ciento. 

 
54. Señala la respuesta correcta: 

a. Los usos y costumbres solo se aplicarán en defecto de 
disposiciones legales, convencionales o contractuales, a no ser 
que cuenten con una recepción o remisión expresa. 

b. Los conflictos originados entre los preceptos de dos o más normas 
laborales, tanto estatales como pactadas, que deberán respetar en 
todo caso los mínimos de derecho necesario, se resolverán 
mediante la aplicación de lo más favorable para el trabajador 
apreciado en su conjunto, y en cómputo anual, respecto de los 
conceptos cuantificables. 

c. Los trabajadores no podrán disponer válidamente, antes o después 
de su adquisición, de los derechos que tengan reconocidos por 
disposiciones legales de derecho necesario. 

d. Todas las anteriores son correctas. 
 

55. Según lo dispuesto en el artículo 10 del Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, si el empresario diera un trabajo en común 
a un grupo de sus trabajadores: 

a. Conservará respecto de cada uno, individualmente, sus derechos 
y deberes.  

b. No tendrá frente a cada uno de sus miembros los derechos y 
deberes que como tal le competen. 

c. El jefe del grupo ostentará la representación de los que lo integren, 
respondiendo de las obligaciones inherentes a dicha 
representación. 

d. Ninguna de las anteriores es correcta. 



  

 

 
56. Según lo dispuesto en el artículo 26 del Real Decreto Legislativo 2/2015, 

de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, en ningún caso, incluidas las relaciones 
laborales de carácter especial a que se refiere el artículo 2, el salario en 
especie podrá superar: 

a. El treinta por ciento de las percepciones salariales del trabajador. 
b. El veinte por ciento de las percepciones salariales del trabajador. 
c.  El cuarenta por ciento de las percepciones salariales del 

trabajador. 
d. El cincuenta por ciento de las percepciones salariales del 

trabajador. 
 

57. En una empresa de 300 trabajadores, el número de miembros del comité 
de empresa será: 

a. Cinco. 
b. Trece. 
c. Nueve. 
d. Diecisiete. 

 
58. Señala la respuesta correcta. En la sociedad anónima:  

a. El capital, que estará dividido en acciones, se integrará por las 
aportaciones de todos los socios, quienes no responderán 
personalmente de las deudas sociales. 

b. El capital, que estará dividido en acciones, se integrará por las 
aportaciones de todos los socios, uno de los cuales, al menos, 
responderá personalmente de las deudas sociales como socio 
colectivo. 

c. El capital, que estará dividido en participaciones sociales, se 
integrará por las aportaciones de todos los socios, quienes no 
responderán personalmente de las deudas sociales. 

d. Ninguna de las respuestas es correcta. 
 

59. Señala la respuesta correcta. El Registro Mercantil se regula en: 
a. El Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba 

el Reglamento del Registro Mercantil. 
b. El Real Decreto 1784/1995, de 19 de julio, por el que se aprueba 

el Reglamento del Registro Mercantil. 
c.  El Real Decreto 1597/1989, de 29 de diciembre, por el que se 

aprueba el Reglamento del Registro Mercantil. 
d. Ninguna de las anteriores es correcta. 

 
60. Los delitos sobre el patrimonio histórico se regulan en los siguientes 

artículos de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal : 

a. Artículos 319 y 320. 
b. Artículos 321 a 324. 
c. Artículos 325 a 331. 
d. Artículos 332 a 337. 



  

 

 
 

61. Según el Código Penal, el delito de cohecho lo comete: 
a. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, 

dictare una resolución arbitraria en un asunto administrativo 
b. La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un 

tercero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, 
dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare 
ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un 
acto contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar 
o retrasar injustificadamente el que debiera practicar, 

c. La autoridad o funcionario público que, por razón de su cargo, 
tenga encomendada la custodia de documentos respecto de los 
que la autoridad competente haya restringido el acceso, y que a 
sabiendas destruya o inutilice los medios puestos para impedir ese 
acceso o consienta su destrucción o inutilización 

d. Ninguna de las respuestas es correcta 
 

62. La Carta Europea de la Autonomía Local 
a. Es un Tratado Internacional ratificado por España 
b. Es parte integrante del ordenamiento jurídico interno español 
c. La Carta Europea de Autonomía Local fue aprobada en 1985 y 

ratificada por España en 1988 (excepto en lo que se refiere al 
apartado 2 del Art. 3 relativo a la elección directa de todos los 
miembros de las Entidades locales) 

d. Todas las respuestas son correctas 
 

63. De conformidad con lo dispuesto en el art. 11 de la Ley 8/2010, de 23 de 
junio, de régimen local de la Comunidad Valenciana, respecto a la 
supresión de municipios: 

a. Ha de aprobarse por la mayoría absoluta del número legal de 
miembros del Pleno de la corporación afectada. 

b. En el caso de que se acredite la desaparición de alguno de los 
elementos constitutivos del municipio, podrá iniciarse el 
procedimiento de oficio por la Generalitat. 

c. El procedimiento para la supresión de municipios se regulará 
mediante reglamento. 

d. Todas las respuestas son correctas 
 

64. De conformidad con lo que dispone el art artículo 127 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, corresponde a 
la Junta de Gobierno Local. (Señalar respuesta incorrecta) 

a. La aprobación de todos los proyectos de ordenanzas y 
reglamentos, incluidos los orgánicos. 

b. La aprobación de los proyectos de ordenanzas y de los 
reglamentos, incluidos los orgánicos, con excepción de las normas 
reguladoras del Pleno y sus comisiones. 

c. La aprobación del proyecto de presupuesto 



  

 

 
d. Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de 

desarrollo del planeamiento general no atribuidas expresamente al 
Pleno, así como de los instrumentos de gestión urbanística y de los 
proyectos de urbanización. 

 
65. Según el art. 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 

de Régimen Local el Estado y las Comunidades Autónomas podrán 
delegar el ejercicio de sus competencias en los municipios. Señalar la 
respuesta incorrecta 

a. La duración de la delegación no podrá ser inferior a cinco años  
b. La duración de la delegación no podrá ser superior a diez años 
c. El listado de competencias que señala el art. 27.3 es abierto 
d. La delegación ha de acompañarse de una memoria económica y 

en ningún caso puede suponer mayor gasto en las 
Administraciones publicas afectadas 

 
66. De acuerdo con lo previsto en el art. 44 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases de Régimen Local (señalar respuesta 
incorrecta) 

a. Las mancomunidades de municipios son entidades locales 
territoriales y tienen personalidad y capacidad jurídica para el 
cumplimiento de sus fines específicos 

b. No pueden integrarse en una mancomunidad municipios 
pertenecientes a distintas comunidades autónomas 

c. Los estatutos de la Mancomunidad por los que se regirán se 
aprueban por los plenos de todos los ayuntamientos que la integran 

d. El proyecto de estatutos requiere informe de la diputación o 
diputaciones afectadas 

 
67. De conformidad con el art. 63 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 

de las Bases de Régimen Local están legitimados para impugnar los actos 
y acuerdos de las EELL (señalar la respuesta incorrecta) 

a. La Administración del Estado 
b. La Administración de las Comunidades Autónomas 
c. Los miembros de las corporaciones que se hubieran abstenido y 

los que hubieran votado en contra de tales actos o acuerdos 
d. Los miembros de las corporaciones que se hubieran votado en 

contra de tales actos o acuerdos  
 

68. Reglamentos orgánicos del Pleno y el Gobierno y Administración del 
Ayuntamiento de Torrent (señalar la respuesta incorrecta) 

a. El municipio de Torrent se incluye en el ámbito de aplicación del 
Régimen de Organización de Gran Población por medio de la 
promulgación de la Ley 4/2010, de 14 de mayo, de la Generalitat 
Valenciana. 

b. El modelo organizativo por el que se opta en el ROGAM se basa 
en el principio de división funcional en áreas de gobierno, niveles 



  

 

 
esenciales de la organización municipal a los que alude el art. 
123.1 c) de la LRBRL. 

c. Corresponde a la Junta de Gobierno determinar el número, 
denominación y competencias de las áreas de gobierno. 

d. El Reglamento orgánico del Pleno y las comisiones es el único 
proyecto que no se ha de aprobar previamente por la Junta de 
Gobierno Local, según el artículo 127.1 a) de la LRBRL. 

 
69. En el ámbito de la potestad tributaria en España, y de conformidad de lo 

dispuesto en el artículo 133.1 y 2 de la Constitución Española de 1978.  
a. La potestad originaria para establecer los tributos corresponde al 

Estado, y las Comunidades Autónomas, mediante ley 
b. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales podrán 

establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución y las 
leyes. 

c. El Estado ostenta la potestad originaria para establecer tributos, 
mediante ley, únicamente compartida con las Entidades Locales en 
los supuestos de los tributos obligatorios. 

d. En virtud del principio de autonomía financiera consagrado en el 
artículo 142 de la Constitución Española, las Entidades Locales 
gozan de potestad legislativa para establecer y exigir tributos. 

 
70. Atendiendo a los diferentes modelos de financiación en el ámbito de las 

Entidades Locales. 
a. Los municipios del artículo 111 de Texto Refundido de la Ley 

Reguladora de las Haciendas Locales se financian a través de la 
cesión de un porcentaje sobre los rendimientos de ciertos tributos 
de gran potencial recaudatorio y a través del fondo complementario  
de Financiación. 

b. )  Los municipios del artículo 111 de Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales participan en los tributos 
estatales a través de un fondo de participación. 

c. )  En los municipios del artículo 111 de Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, el fondo de participación se 
distribuirá en función del esfuerzo fiscal medio de cada municipio y 
el número de habitantes de derecho de cada municipio. 

d. Todas las anteriores son incorrectas. 
 

71. De conformidad con Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, si al iniciarse el ejercicio económico no hubiese 
entrado en vigor el Presupuesto correspondiente, Señalar la respuesta 
correcta 

a. Se considerará automáticamente prorrogado el del anterior hasta 
el límite global de sus créditos iniciales, como máximo 

b. Tendrán singularmente la consideración de prorrogables las 
modificaciones de crédito y los créditos destinados a servicios o 
programas que estén financiados con crédito u otros ingresos 



  

 

 
específicos o afectados que, exclusivamente, fueran a percibirse 
en dicho ejercicio. 

c. En caso de que una vez ajustados a la baja los créditos iniciales 
del Presupuesto se obtuviera un margen en relación con el límite 
global de los créditos iniciales de referencia, se podrán realizar 
ajustes al alza en los créditos del Presupuesto prorrogado cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
- Que existan compromisos firmes de gastos a realizar en el 
ejercicio corriente que correspondan a unas mayores cargas 
financieras anuales generadas por operaciones de crédito 
autorizadas en los ejercicios anteriores. 
- Que el margen de los créditos no incorporables, relativo a la 
dotación de servicios o programas que hayan concluido en el 
ejercicio inmediato anterior, permita realizar el ajuste 
correspondiente hasta alcanzar el límite global señalado, aunque 
sólo se puedan dotar parcialmente los mayores compromisos 
vinculados al reembolso de las operaciones de crédito 
correspondientes. 
 

d. La a) y la c) son correctas 
 

72. Respecto a la clasificación económica, de conformidad con el art. 167.3 
del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.  
Señalar la respuesta incorrecta 

a. Presentará con separación los gastos corrientes y los gastos de 
capital. 

b. En los créditos para gastos de corrientes se incluirán los de 
intereses. 

c. En los créditos para gastos de capital se incluirán las variaciones 
de activos y pasivos financieros. 

d. En todo caso, los niveles de artículo y concepto habrán de ser los 
mismos que los establecidos para la Administración del Estado 

 
73. De conformidad con el art 184 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 

de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales la gestión del presupuesto de gastos se 
realizará en las siguientes fases cuyo contenido se establecerá 
reglamentariamente: (señalar correcta) 

a. Retención de crédito, autorización de gasto, reconocimiento o 
liquidación de la obligación 

b. Autorización de gasto, disposición o compromiso de gasto, 
reconocimiento o liquidación de la obligación, ordenación de pago 

c. Disposición de gasto, reconocimiento o liquidación de la obligación, 
compromiso de gasto, ordenación de pago 

d. Retención de crédito, disposición o compromiso de gasto, 
liquidación de la obligación. 

 



  

 

 
74. De conformidad con la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que 

se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera, son obligaciones anuales de suministro de 
información (señalar respuesta incorrecta) 

a. Antes del 15 de septiembre de cada año las líneas fundamentales 
de los Presupuestos para el ejercicio siguiente. 

b. Antes del 15 de octubre información por incumplimiento del periodo 
medio de pago a proveedores 

c. Antes del 1 de noviembre de cada año, la información relativa al 
coste efectivo de los servicios 

d. Antes del 31 de enero de cada año los presupuestos aprobados y 
los estados financieros iniciales de todos los sujetos y entidades 
comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Orden, de las 
inversiones previstas realizar en ejercicio y en los tres siguientes, 
con su correspondiente propuesta de financiación y los estados de 
previsión de movimiento y situación de la deuda. 

 
75. De conformidad con el art. 18 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 

de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, como medidas 
automáticas de prevención respecto al incumplimiento del PMP: señalar 
respuesta correcta 
 

a. En el caso de las Corporaciones Locales no incluidas en el ámbito 
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, cuando el órgano 
interventor detecte que el período medio de pago supera en más 
de 60 días el plazo máximo de pago previsto en la normativa de 
morosidad durante dos meses consecutivos a contar desde la 
actualización de su plan de tesorería formulará una comunicación 
de alerta a la Administración que tenga atribuida la tutela financiera 
de las Corporaciones Locales y al Pleno de la Corporación Local. 

b. En el caso de las Corporaciones Locales incluidas en el ámbito 
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, cuando el órgano 
interventor detecte que el período medio de pago supera en más 
de 30 días el plazo máximo de pago previsto en la normativa de 
morosidad durante dos meses consecutivos a contar desde la 
actualización de su plan de tesorería formulará una comunicación 
de alerta a la Administración que tenga atribuida la tutela financiera 
de las Corporaciones Locales y a la junta de gobierno de la 
Corporación Local 

c. En el caso de las Corporaciones Locales incluidas en el ámbito 
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, cuando la 
Tesorería municipal detecte que el período medio de pago supera 
en más de 30 días el plazo máximo de pago previsto en la 
normativa de morosidad durante tres meses consecutivos a contar 



  

 

 
desde la actualización de su plan de tesorería formulará una 
comunicación de alerta a la Administración que tenga atribuida la 
tutela financiera de las Corporaciones Locales y a la junta de 
gobierno de la Corporación Local. 

d. Ninguna de las respuestas es correcta 
 

76. Según la Regla 45 de la Instrucción de contabilidad modelo normal Las 
cuentas anuales que integran la Cuenta de la propia entidad local y las 
que deberá formar cada uno de sus organismos autónomos son las 
siguientes: (señalar la correcta) 

a. El Balance, la Cuenta del resultado económico-patrimonial, el 
Estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de Liquidación 
del Presupuesto y la Memoria. 

b. El Balance, la Cuenta del resultado económico-patrimonial, el 
Estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de 
efectivo, el estado de Liquidación del Presupuesto y la Memoria 

c. El Balance, la Cuenta del resultado económico-patrimonial, el 
Estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de conciliación 
de saldos, el estado de Liquidación del Presupuesto y la Memoria 

d. El Balance, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado 
de flujos de efectivo, las actas de arqueo de caja, el estado de 
Liquidación del Presupuesto y la Memoria 

 
77. De conformidad con el artículo del RDL 424/2017, el órgano interventor 

dispondrá de un modelo de control eficaz que asegurará el control efectivo 
de al menos: 

a. El ochenta por ciento del presupuesto general consolidado del 
ejercicio mediante la aplicación de las modalidades de función 
interventora y control financiero 

b. El cincuenta por ciento del presupuesto general consolidado del 
ejercicio mediante la aplicación de las modalidades de función 
interventora y el cien por cien del presupuesto general consolidado 
del ejercicio mediante la aplicación del control financiero 
permanente. 

c. En cualquier caso, en el transcurso de cuatro ejercicios 
consecutivos y en base a un análisis posterior de riesgos deberá 
haber alcanzado el cien por cien del presupuesto general 
consolidado del ejercicio 

d. Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

78. De conformidad con el artículo 7 del RDL 424/2017, el ejercicio de la 
función interventora comprende, entre otras, las siguientes fases: 
 

a. La fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de 
contenido económico, autoricen o aprueben gastos, dispongan o 
comprometan gastos, reconozcan obligaciones y acuerden 
movimientos de fondos o valores. 



  

 

 
b. La intervención del reconocimiento de las obligaciones e 

intervención de la comprobación material de la inversión. 
c. La intervención material de la ordenación del pago. 
d. Todas las anteriores son correctas. 

 
79. De conformidad con el artículo 10 del RDL 424/2017, 

 
a. El órgano interventor recibirá el expediente original completo, una 

vez reunidos todos los justificantes y emitidos los informes 
preceptivos e inmediatamente después de que se dicte acuerdo 
por el órgano competente. 

b. El órgano interventor fiscalizará el expediente, con carácter 
general, en el plazo de diez días hábiles, una vez hubiera recibido 
el expediente original completo, una vez reunidos todos los 
justificantes y emitidos los informes preceptivos, y cuando esté en 
disposición de que se dicte acuerdo por el órgano competente. 

c. El plazo establecido en la letra b) se podrá ampliar cinco días 
hábiles cuando se aplique el régimen especial de fiscalización e 
intervención previa regulado en los artículos 13 y 14 del 
Reglamento de control interno. 

d. El órgano interventor fiscalizará el expediente en el plazo de siete 
días hábiles. Este plazo se reducirá a cinco días hábiles cuando se 
haya declarado urgente la tramitación del expediente. 

 
80. Son principios de tributación local que deberán respetar en todo caso las 

entidades locales cuando establezcan tributos al amparo de lo dispuesto 
en el art. 106,1 de la LRBRL, de conformidad con el art 6 del TRLRHL. 
Señalar la respuesta incorrecta. 

a. No someter a gravamen bienes situados fuera del territorio de la 
respectiva entidad. 

b. No gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o 
realizados fuera del territorio de la Entidad impositora. 

c. No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, 
mercancías o servicios y capitales. 

d. No gravar el ejercicio o la transmisión de bienes, derechos u 
obligaciones que hayan nacido y hubieran de cumplirse en el 
territorio de dicha entidad. 

 
81. Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de 

los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, se 
formulará el recurso específicamente previsto a tal efecto en la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales. De qué recurso estamos 
hablando?: 

a. De alzada 
b. Potestativo de reposición 
c. Contencioso-administrativo 
d. Potestativo de reposición en los municipios del Título X de la Ley 

de bases. 



  

 

 
 

82. Qué ocurre si en un expediente de inspección tributaria el obligado 
tributario firma un acta de conformidad? 

a. Se le perdonan los intereses de demora 
b. Se le reduce la sanción 
c. Paga un recargo reducido 
d. Se le perdona la sanción, pero no los intereses y recargos 

 
83. En el IBI, además de los bienes inmuebles rústicos o urbanos, se someten 

a gravamen los bienes inmuebles de características especiales, entre los 
que podemos encontrar los siguientes: 

a. Los túneles de las carreteras 
b. Los embalses destinados a riego 
c. Las autopistas de peaje 
d. Los puertos deportivos 

 
84. Cuál de las siguientes afirmaciones no es correcta en relación con el 

Impuesto sobre Actividades Económicas? 
a. Grava entre otros el ejercicio de actividades no lucrativas 
b. No es necesario que la actividad gravada se encuentre 

especificada en las tarifas del Impuesto 
c. No es necesario que dicha actividad se desarrolle en un local 
d. Todas son falsas 

 
85. Cuál de los siguientes vehículos no está sujeto al Impuesto sobre 

Vehículos de Tracción Mecánica? 
a. Los remolques arrastrados por vehículos de tracción mecánica 

cuya carga útil sea superior a 750 Kilogramos 
b. Los vehículos provistos de permisos temporales 
c. Los vehículos con matrícula turística 
d. Los vehículos que, habiendo sido dados de baja por la antigüedad 

de su modelo, puedan ser autorizados para circular 
excepcionalmente con ocasión de exhibiciones. 

 
86. Señale la respuesta correcta 

a. La base imponible de las contribuciones especiales está 
constituida, como mínimo, por el 90 por ciento del coste que la 
entidad local soporte por la realización de las obras 

b. La base imponible de las contribuciones especiales está 
constituida, como mínimo, por el coste que la entidad local soporte 
por la realización de las obras. 

c. La base imponible de las contribuciones especiales está 
constituida, como máximo, por el 90 por ciento del coste que la 
entidad local soporte por la realización de las obras.  

d. La base imponible de las contribuciones especiales está 
constituida, como máximo, por el coste que a entidad local soporte 
por las realización de las obras. 

 



  

 

 
87. Cuando se produce la patrimonialización de la edificabilidad; es decir, 

cuando se integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo? 
a. Cuando está prevista por la ordenación territorial y urbanística 
b. Cuando se autorice el acto de edificación 
c. Cuando se realice efectivamente y se hayan cumplido los deberes 

y levantado las cargas propias del régimen que corresponda 
d. Cuando la construcción esté finalizada 

 
88. Procede la reversión del bien expropiado: 

a. Cuando la afectación al fin que justificó la expropiación a otro 
declarado de utilidad pública o interés social se prolongue durante 
diez años desde la terminación de la obra. 

b. En el caso de que pasen cinco años sin iniciarse la ejecución de 
las obras. 

c. En el caso de que la ejecución de la obra esté suspendida más de 
un año por causa imputable a la Administración o al beneficiario de 
la expropiación sin que se produjera por parte de estos ningún acto 
expreso para su reanudación 

d. Cuando simultáneamente a la desafectación del fin que justificó la 
expropiación se acuerde justificadamente una nueva afectación a 
otro fin que haya sido declarado de utilidad pública o interés social 

 
89. El texto refundido de la Ley del Suelo de 2015 reconoce que el derecho 

de superficie: 
a. Exclusivamente puede constituirse a título oneroso 
b. Es susceptible de transmisión 
c. Se puede constituir por el propietario o titulares de derechos reales 

sobre el terreno. 
d. Tendrá una duración máxima de 50 años 

 
90. Según la LOTUP, ¿cuál de estos no se considera instrumento de 

planeamiento urbanístico y territorial de ámbito municipal? 
a. Estudio de Detalle 
b. Plan de Despliegue de Infraestructuras de Telecomunicación en el 

municipio 
c. Catálogo de protecciones 
d. Plan Especial de Protección 

 
91. Según la LOTUP, los programas de actuación podrán tener por objeto: 

a. Una sola unidad de ejecución 
b. Una actuación aislada en cualquier caso 
c. Una actuación aislada si no procede directamente el otorgamiento 

de licencia urbanística 
d. Una actuación integrada o aislada por plazo inicial de seis años 

 
 



  

 

 
92. Según la LOTUP, se entiende que las obras necesarias de conservación 

y rehabilitación de una construcción sobrepasan el nivel normal de 
conservación cuando: 

a. El coste de conservación supera el 50 por 100 del valor de una 
construcción de nueva planta, con similares características e igual 
superficie útil que la preexistente, realizada con las condiciones 
imprescindibles para autorizar su ocupación 

b. Igual que el apartado a) pero sólo en el caso de una declaración de 
ruina inminente 

c. El límite anterior se amplía al 70 por 100 en el caso de una 
construcción catalogada patrimonialmente 

d. El límite anterior se amplía al 70 por 100 en el caso de una 
construcción catalogada patrimonialmente en una zona declarada 
de interés turístico. 

 
93. Los Cuerpos de Policía Local tienen una estructura: 

a. civil 
b. jerarquizada 
c. militar 
d. Ninguna de las respuestas anteriores es correcta 

 
94. Según el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, en el procedimiento sancionador 
abreviado, una vez realizado el pago voluntario de la multa ya sea en el 
acto de entrega de la denuncia o dentro del plazo de veinte días naturales 
contados desde el día siguiente al de su notificación, concluirá el 
procedimiento. Cuál de las siguientes no es una de las posibles 
consecuencias?: 

a. La terminación de procedimiento, sin necesidad de dictar 
resolución expresa, el día en que se realice el pago 

b. La firmeza de la sanción en la vía administrativa desde el momento 
del pago, produciendo plenos efectos desde el día siguiente 

c. La posibilidad de formular alegaciones 
d. El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se 

iniciará el día siguiente a aquel en que tenga lugar el pago. 
 

95. Uno de los siguientes medidas no podrá adoptarse por el Ayuntamiento 
una vez declarada una Zona Acústicamente Saturada 

a. Revocar las licencias de funcionamiento de aquellas actividades 
causantes del mayor nivel de contaminación acústica 

b. Suspender la concesión de licencias de actividad que pudiesen 
agravar la situación 

c. Prohibir la circulación de alguna clase de vehículos o restringir su 
velocidad 

d. Establecer horarios restringidos para el desarrollo de las 
actividades responsables, directa o indirectamente, de los elevador 
niveles de contaminación acústica 



  

 

 
 

96. Según la Ley 22/2011,de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, 
una de las siguientes medidas no podrá ser adoptada por los 
Ayuntamientos para la gestión de los residuos: 

a. Elaborar programas de prevención y de gestión de los residuos de 
su competencia. 

b. Mediante ordenanza, obligar al productor o a otro poseedor de 
residuos peligrosos domésticos o de residuos cuyas características 
dificultan su gestión a que adopten medidas para eliminar o reducir 
dichas características o a que los depositen en la forma y lugar 
adecuado. 

c. Gestionar los residuos comerciales no peligrosos y los residuos 
domésticos generados en las industrias en los términos que 
establezcan sus respectivas ordenanzas 

d. Declarar necesariamente como servicio público todas las 
operaciones de gestión de determinados residuos cuando 
formalmente se justifique por razones de adecuada protección de 
la salud humana y del medio ambiente 

 
97. De conformidad con el Reglamento de Policía Sanitaria Mortuoria de la 

Comunidad Valenciana, un Alcalde puede autorizar la exhumación de un 
cadáver o restos cadavéricos 

a. En el caso de que tengan que ser conducidos o trasladados a otro 
cementerio de otro municipio 

b. Si han de ser inmediatamente incinerados dentro del mismo 
cementerio 

c. Si han de ser inmediatamente reinhumados, si median causas de 
interés general o de salud publica 

d. Si han de ser inmediatamente reinhumados dentro del mismo 
cementerio 

 
98. De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, podrá 

abrirse un establecimiento público con carácter definitivo en los siguientes 
supuestos: 

a. Mediante licencia de apertura otorgada por el Ayuntamiento de la 
localidad 

b. Mediante acta de comprobación favorable hasta el otorgamiento de 
la licencia de apertura 

c. Mediante declaración responsable junto con un certificado OCA 
acreditativo del cumplimiento de la normativa en vigor 

d. Las respuestas a) y c) son correctas 
 
 
 
 
 



  

 

 
99. Según la Ley 3/2019, de 18 de febrero, de servicios sociales inclusivos de 

la Comunidad Valenciana, una de las siguientes no es una competencia 
propia municipal 

a. Colaboración en las funciones de inspección y control de la calidad 
de acuerdo con la legislación autonómica 

b. Supervisión de casos, la formación, la asistencia técnica y la 
orientación de las personas profesionales del Sistema Público 
Valenciano de Servicios Sociales de su ámbito competencial 

c. Dotación de espacios, equipamientos y el personal suficiente y 
adecuado para la provisión de las prestaciones de la atención 
primaria 

d. La coordinación y supervisión de las competencias ejercidas por 
los organismos y entidades del sector público instrumental que 
tenga adscritas 

 
100. Según el Decreto 5/2020, de 10 de enero, del Consell, de 

regulación del estatuto del municipio turístico de la Comunidad 
Valenciana, uno de los siguientes criterios no es necesario para reconocer 
la condición de municipio turístico  

a. Contar en su núcleo urbano con algún recurso turístico 
b. La población turística 
c. Acreditación de que la actividad turística representa la base de su 

economía o una parte importante de esta 
d. Número de plazas de alojamiento turístico y de segunda residencia 

 
 
 
PREGUNTAS RESERVA: 
 

101. Según lo dispuesto en el artículo 167 Real Decreto Legislativo 
781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local., la escala 
de administración especial de los funcionarios de carrera de la 
administración local que no tengan habilitación de carácter nacional, se 
divide en las subescalas siguientes: 

a. Técnica y de Servicios Especiales. 
b. Técnica, de Gestión y de Servicios Especiales. 
c. De Gestión y de Servicios Especiales. 
d. Técnica, de Gestión, Administrativa y de Servicios Especiales. 

 
102. De conformidad con el art. 167.4 del TRLRHL, la aplicación 

presupuestaria cuya expresión cifrada constituye el crédito presupuestario 
vendrá definida, Señalar la respuesta correcta 

a. Al menos, por la conjunción de las clasificaciones por programas y 
económica, a nivel de grupo de programa  o programa y concepto 
o subconcepto respectivamente 



  

 

 
b. Al menos, por la conjunción de las clasificaciones por programas y 

económica, a nivel de programa  o subprograma y capítulo o 
artículo  respectivamente 

c. En todo caso por la conjunción de las clasificaciones orgánica, por 
programas y económica. 

d. La clasificación orgánica no se integra en la aplicación 
presupuestaria 
 

103. Los tributos que establezcan las entidades locales al amparo de lo 
dispuesto en el art. 106.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local, respetarán, en todo caso, los siguientes 
principios: 

 
a. No someter a gravamen bienes situados, actividades 

desarrolladas, rendimientos originados ni gastos realizados fuera 
del territorio de la respectiva entidad. 

b. No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, 
mercancías o servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a 
la fijación de la residencia de las personas o la ubicación de 
empresas y capitales dentro del territorio español, sin que ello 
obste para que las entidades locales puedan instrumentar la 
ordenación urbanística de su territorio. 

c. Las respuestas a) y b) son correctas. 
d. La respuesta a) es la correcta 

 
104. Las impugnaciones de los actos dictados en materia electoral, por 

las Juntas electorales de zona, corresponde su conocimiento a: 
a. Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo. 
b. Los Juzgados de Primera Instancia. 
c. Los Tribunales Administrativos Electorales. 
d. La Audiencia Nacional. 

 
105.- La Administración podrá convalidar: 
a) Los actos nulos de pleno derecho. 
b) Los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan. 
c) Los actos nulos de pleno derecho, subsanando los vicios de que adolezcan. 
d) Para convalidar un acto administrativo tiene que tener la autorización de un 
juzgado. 
 


